	Buenos Aires, 14/07/2010 

El Dr. DANIEL E. STORTINI dijo: 

I.- Llegan los autos a esta instancia a mérito de lo dispuesto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación (a fs. 418/421), que hizo lugar a la queja y declaró admisible el recurso extraordinario interpuesto, dejando sin efecto la sentencia dictada por la Sala IX de la CNAT a fs. 265/267. 

II.- La Sala IX de esta Cámara confirmó la sentencia de primera instancia, desestimando en consecuencia en todas sus partes el reclamo intentado por Carrizo toda vez que el contrato de afiliación del empleador se encontraba extinguido por falta de pago (fs. 265/267) y que conforme a lo dispuesto en el decreto 334/96 en su art. 18 inciso 2° la ART se encuentra facultada a extinguir el contrato de afiliación con el empleador a partir de la falta de pago por éste de dos cuotas mensuales o la acumulación de deuda por su equivalente y que de acuerdo a lo establecido en el inciso 3° -párrafo tercero- "A partir de la extinción, el empleador se considerará no asegurado". Agregó la sala que la norma no había merecido impugnación de índole constitucional. 

III.- Tal decisión motivó que el demandante interpusiera recurso extraordinario, persiguiendo que se declarara la inconstitucionalidad del art. 18 del decreto reglamentario N° 334/96 aclarando que dicha petición fue deducida en la demanda, por resultar violatoria del principio establecido en el art. 99.2 de la Constitución Nacional (ver fs. 269/274) -que en este punto- fue admitido por la Corte Suprema de Justicia. 

Sobre tal base, atento lo ordenado por el Supremo Tribunal en las presentes actuaciones, no puede discutirse en el caso concreto la invalidez constitucional del art. 18 del decreto 334/96 por constituir un exceso reglamentario y una alteración del orden de prelación de las normas de rango superior. 

IV.- De esta manera, al encontrarse firme que el actor el día 22 de enero de 2001 (ver fs. 105 y fs.202) sufrió un accidente laboral y que como consecuencia de ello padece una incapacidad permanente, parcial y definitiva del 49.30% establecida por la Comisión Médica N° 10B (Expte. Administrativo N° 10-B-L-02358/01) -ver fs. 192/196- y no siendo materia de discusión que la ley obliga a la ART hacerse cargo de las prestaciones reclamadas en base a lo decidido por el Máximo Tribunal la ART, toda vez que no se ha verificado que la demandada haya brindado prestaciones dinerarias no cabe más que hacer lugar al reclamo incoado y admitir la pretensión deducida. 

V.- En este orden de ideas, al no surgir en los presentes actuados elementos precisos en orden al cálculo del resarcimiento reclamado, en ejercicio de la facultad conferida por el artículo 56 de la L.O. sugiero fijar prudencialmente el capital de condena en la suma de $88.740 ($180.000 x 49,30%) que juzgo razonable y acorde a las circunstancias fácticas del caso. Ello es así teniendo por referencia las modificaciones introducidas por el decreto 1649/09 al régimen de prestaciones económicas de la ley 24.557 que se halla actualmente en vigencia, cuyas pautas considero al solo efecto de la estimación del monto por estrictas razones de equidad y justicia. 

Destaco que en similar sentido se ha pronunciado esta sala en anterior integración (con criterio que comparto) al expedirse en los autos "Torales, Gustavo Ramón c/ Provincia ART S.A.s/ accidente" donde se resolvió por motivos análogos la aplicación del decreto Nº 1278/00 (que antecedió a la norma reglamentaria aquí referida) a un accidente fatal ocurrido con posterioridad a su vigencia por el hecho que las prestaciones económicas a cargo de la aseguradora de riesgos del trabajo permanecían incumplidas y con fundamento en razones de equidad y justicia (ver SD 14835 del 14/12/06 del registo de esta sala X). 

VI.- A dicha suma, desde que es debida y hasta su efectivo pago, se le aplicará la tasa de interés activa fijada por el Banco de la Nación Argentina para el otorgamiento de préstamos según la plantilla que difundirá la Prosecretaría General de la Cámara (acta 2357/02 del 7/5/02 -modificada por la resolución 8/2002 CNAT - que ha sido receptado por esta Sala X, SD 10.743 del 14/6/02 in re " Moner, Fernando Ariel c/ Club Atlético Platense Asoc Civil s/ dif. de sal., entre muchos otros). 

VII.- En atención a la modificación propuesta precedentemente, corresponde dejar sin efecto lo resuelto en materia de costas y honorarios, y adecuarlos al resultado del pleito, de conformidad con lo establecido por el art. 279 del CPCCN. Imponer las costas de primera instancia a la demandada vencida en lo principal (art. 68 CPCCN), a cuyo efecto propongo regular los honorarios de la representación y patrocinio letrado de la parte actora, demandada y perito contador por las tareas efectuadas en la instancia anterior en el 16%, 12,5% y 6%, respectivamente, que serán liquidados con base en el capital de condena con inclusión de intereses (conf. art. 38 LO, ley 24432 y ley 21.839). 

VIII.- En definitiva, propongo: I. Revocar el pronunciamiento de primera instancia, y en consecuencia, hacer lugar a la acción entablada por CARLOS ALBERTO CARRIZO contra LIBERTY ART SA a quien condeno a abonar la suma de PESOS OCHENTA Y OCHO MIL SETECIENTOS CUARENTA ($88.740) que llevará los intereses dispuestos en el considerando VI; II. Dejar sin efecto lo decidido en materia de costas y honorarios; III. Imponer las costas de ambas instancias a la demandada vencida en lo principal; IV. Regular los honorarios de la representación y patrocinio letrado de la parte actora, demandada y perito contador por las tareas efectuadas en la instancia anterior en el 16%, 12,5% y 6%, respectivamente, que serán liquidados con base en el capital de condena con inclusión de intereses; V. Regular los honorarios de la representación y patrocinio letrado de la parte actora y demandada en el 25% de lo que les corresponda percibir por su actuación en la instancia anterior. 

El Dr. GREGORIO CORACH dijo: 

Por compartir los fundamentos del voto que antecede por acatamiento a la decisión revocatoria emitida por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en estos autos, sin perjuicio de dejar a salvo mi opinión contraria a la admisión de la declaración de inconstitucionalidad pretendida por la parte actora por deficiencias del planteo. Ello es así por cuanto advierto que el interesado soslayó que la norma reglamentaria que cuestiona también asimila al empleador contumaz al supuesto previsto en el artículo 1º de la ley 24.557, habilitando de ese modo la responsabilidad directa de este último, circunstancia que a mi juicio conjura, en principio, la existencia del perjuicio que se alegó como motivo de agravio constitucional, tal como fue señalado en los considerandos de la sentencia de la sala IX de esta cámara que se dejó sin efecto. 

Por lo que resulta del acuerdo que antecede, el TRIBUNAL RESUELVE: I.Revocar el pronunciamiento de primera instancia, y en consecuencia, hacer lugar a la acción entablada por CARLOS ALBERTO CARRIZO contra LIBERTY ART SA a quien condeno a abonar la suma de PESOS OCHENTA Y OCHO MIL SETECIENTOS CUARENTA ($88.740) que llevará los intereses dispuestos en el considerando VI; II. Dejar sin efecto lo decidido en materia de costas y honorarios; III. Imponer las costas de ambas instancias a la demandada vencida en lo principal; IV. Regular los honorarios de la representación y patrocinio letrado de la parte actora, demandada y perito contador por las tareas efectuadas en la instancia anterior en el 16%, 12,5% y 6%, respectivamente, que serán liquidados con base en el capital de condena con inclusión de intereses; V. Regular los honorarios de la representación y patrocinio letrado de la parte actora y demandada en el 25% de lo que les corresponda percibir por su actuación en la instancia anterior. 

Se deja constancia que la tercer vocalía se encuentra vacante (art. 109 RJN). 

Cópiese, regístrese, notifíquese y oportunamente devuélvase. 

ANTE MI: 


